
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

1367 Sala Primera. Sentencia 230/1992, de 14 de
diciembre de 1992. Recurso de amparo
2.331/1989. Contra Sentencias de la Audien­
cia Territorial de Baleares y de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo. dictadas como conse­
cuencia de Acuerdo sancionatorio del Colegio
de Abogados de 8aleares. Vulneración del
derecho a un juicio con todas las garantías: pri­
vación del derecho de recusación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presi­
dente. don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. y don Pedro Cruz Villalon. Magistrados. ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.331/89. interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Antonio del Cas­
tillo-Olivares Cebrián. en nombre y representación de
don Vicente María Anglada. asistido del Letrado don
Vicente María Campanero contra las Sentencias de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorialde Baleares (hoy Tribunal Superior de Justicia)
de 14 de noviembre de 1988. y de la Sala Cuarta del
Tribunal Supremo de 9 de octubre de 1989. Ha compa­
recido el Ministerio Fiscal y el Consejo General de la Abo­
gacía Española representado por el Procurador de los Tri­
bunales don José Granados Weil ydefendido por el Letra­
do don Luis Martí Mingarro. y ha sido Ponente don Pedro
Cruz Villa Ión. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día' 23 de noviembre de 1989. el Procurador de los Tri­
bunales don Antoniodel Castillo-Olivares Cebrián. en nom­
bre y representación de don Vicente María Campaner
Anglada. interpuso recurso de amparo contra las Senten­
cias de 14 de noviembre de 1988 de la Sala de lo Con­
tencioso-Admin.istrativo de la Audiencia Territorial de
Baleares (hoy Tribunal Superior de Justicia) y de la Sala
Cuarta del Tribunal Supremo. de fecha 9 de cctubre de
1989.

2. Los hechos en que se basa la demanda de amparo
son. en síntesis. los siguientes:

A) Como consecuencia de una denunda presentada
por un Letrado contra el demandante de amparo. también
Abogado en ejercicio. se incoó expediente disciplinario
por elllt,e. Colegio de Abogados de Baleares; tras los opor­
tunos trámites. recayó Acuerdo el 4 de noviembre de

1982. por el que se imponía al actor la: sanción de seis
meses de suspensión en el ejercicio profesional. Intepues­
to recurso de alzada-súplica. el Consejo General de la Abo­
gacía confirmó la sanción por Resolución de 3 de junio
de 1983.

Bl A continuación se interpuso recurso contencio­
so-administrativo que se tramitó por la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. hasta que.
en fecha 8 de junio de 1987. dicho Tribunal se declaró
incompetente. inhibiéndose del conocimiento del asunto
y remitiendo los autos a la Saja de lo Contencioso de la
Audiencia Territorial de Baleares.

Personadas las partes ante este último órgano. se dic­
tó providencia por la Sala -de fecha 13 de junio de
1988- por la que se acusó recibo de los autos. se tuvo
por personadas a las partes y se acordó poner los autos
en la mesa del Ponente a fin de que. previo examen de
las actuaciones ya practicadas. se dictase la oportuna
resolución. En dicho proveído se hacía constar expresa­
mente que la Sala estaba formada por su Presidente y
otros dos Magistrados que oportunamente se reseñaban
en la misma.

Con feha 28 de Junio siguiente se dictó providencia
por la que se acordaba que las partes formulasen conclu­
siones escritas. dándoles traslado por su orden. En dicho
proveído figuraba la misma composición de la Sala que
en el anterior.

C) En fecna 14 de noviembre de 1988 se dictó Sen­
tencia por la Sala de lo Contencioso. que se notificó al
actor el siguiente día 16 de noviembre. tras de cuya lec­
tura el demandante tuvo conocimiento de que la com­
posición de la Sala había variado y que el Ponente era
un Magistrado respecto del cual concurría. en su opinión.
causa de recusación consistente en enemistad manifios­
tao

Contra la anterior Sentencia se formuló recurso de
ap'elación en el que se invocó por el apelante -y actual
recurrente- la vulneración de los derechos al Juez ordi­
nario predeterminado por la ley. a obtener tutela judicial
efectiva y a la presunción de inocencia. La Sala Cuarta
del Tribunal Supremo. por Sentencia de 9 de noviembre
de 1989. desestimó el recurso interpuesto en su integri­
dad.

Con base en los anteriores hechos, el demandHnte de
amparo suplica se dicte Sentencia por la que declare la
nulidad de las resoluciones judiciales impugnadas por vul­
neración de los derechos constitucionales reconocidos en
los apartados 1 y 2 del art. 24 e.E. Y. subSidiariamente. PO'
vulneración del derecho a la presunción de inocc,,,Gia. Asi'
mismo. se solicita se notifiquen debidamente C~!:intas

resoluciones se dicten a lo largo del proceso y que afecten
a los derechos del actor y_ en concreto, las modilicaf:Íones
que se introduzcan en la composición df~ IOH TnuunJi,¡;,'s
que juzguen el caso. reconociendQ tarnbién el (Je¡-cchn él
que las Sentencias que recaigan en ambas inS:"J':f:i:nc!d1 $P,?f'
mo¡¡,,~(li:lsy fundadas en Derecho,

Alega el actor tres lesiones concre:as: Vuinerax;;ón del
derecho al Juez predeterminado por b ley pl'0vJc21d8 p.:'~~'

el camb¡o del POrlf:nte en ¡a Sentenc¡:} de ¡ns1:~!1c¡a, pd-
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vación de esa primera instancia por no existir motivación
en la resolución y. aunque planteada subsidiariamente.
vulneración del principio de presunción de inocencia.

Respecto de la primera infracción afirma el recurrente
que en el transcurso de la tramitación del recurso se modi­
ficó la composición de la Sala. incorporándose un nuevo
Magistrado que. a la sazón. fue Ponente de la Sentencia;
señala. asimismo. que este Magistrado y el propio
recurrente mantenian manifiestas relaciones- de enemis­
tad; no obstante. no pudo recusarlo por no tener qmoci­
miento del cambio de composición de la Sala y de Ponente.
tal y como ordena el arto 203.2 de la LOPJ. La demanda
rebate también los argumentos esgrimidos pOr el Tribunal
Supremo para afirmar que no ha existido lesión constitu­
cionalmente relevante. Por lo que se refiere a la regularidad
de la composición de ·Ia Sala y a la falta de recusación.
el razonamiento del Supremo no es suficiente. pues. por
un lado. si no hubo forma de conocer el cambio de Ponen­
te. mal podía recusarse al miembro del órgano judicial. y.
por otro lado. el que el cambio de componentes de la Sala
respondiera al funcionamiento normal del órgano judicial
no obsta para que dicho cambio. en un caso concreto. pue­
da tener repercusiones sobre la imparcialidad de uno de
los miembros y de ahí la propia previsión legal de la recu­
sación y de notificación de los cambios en las Salas
(art. 202 y 203 LOPJ). En relación con el hecho de que
la Sentencia de instancia se dictara por unanimidad. tal
circunstancia no puede servir para enervar la existencia
de una vulneración constitucional.

La lesión del derecho a obtener tutela judicial efectiva
se hace derivar de la falta de motivación o fundamentación
jurídica de la Sentencia de instancia. Finalmente. la pre­
sunción de inocencia se habría visto vulnerada por la
carencia de prueba. tanto en el procedimiento administra­
tivo previo. como en el judicial posteriormente seguido.

3. Por providencia de fecha 18 de diciembre de
1989. la Sección Segunda (Sala Primera) de este Tribunal
acuerda. con carácter previo a decidir sobre la admisión
a trámite del recurso. y de conformidad con lo dispuesto
en el arto 88 LOTC. requerir atentamente al Tribunal Supre­
mo. antigua Sala Cuarta de lo Contencioso-Administrativo.
y al Tribunal Superior de Justicia de Baleares. antigua Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territo­
rial de Palma de Mallorca. para que. respectivamente. remi­
tan testimonio del rollo de apelación 71/89 y autos
242/88.

4. En fecha 16 de abril de 1990. la representación
del demandante de amparo presentó escrito ante este Tri­
bunal solicitando la suspensión de la ejecución de la san­
ción impuesta. a fin de evitar un perjuicio que haría perder
al amparo su finalidad. Esta petición fue reiterada en escri­
to de jecha 5 de mayo de 1990.

5. Por providencia de 30 de abril de 1990 la Sección
acuerda tener por recibido el primero de los anteriores
e$critos. reiterar al Tribunal Superior de Justicia de Balea­
r·% la pronta remisión del testimonio de antecedentes que
se le tiene reclamado y. en cuanto a la .suspensión que
se soliCita. una vez se resuelva sobre la admisión o inad­
nlislón del recurso. se acordará lo procedente.

6. Recibidas las actuaciones. la Sección acuerda.
mediante providencia de 31 de mayo de 1990. admitir a
a trámite la demanda formulada y. a tenor de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC. interesar del Tribunal Superior de Jus­
tici" de Baitlares, Sala de lo Contencioso-Administrativo.
el emplazamiento de cuantos han sido parte en el proceso
judicial antecE'dente. con excepción del recurrente en
amparo. p3ra que. en el plazo de diez dias. comparezcan
enel presente proceso constitucional. Asimismo. acuerda
formar la oportuna pieza separada de suspensión. confor­
me interesa la parte recurrente en amparo.

7. Mediante Auto de fecha 18 de junio de 1990. la
Sala acuerda suspender la ejecución de la sanción impues-

ta por el Colegio de Abogados de Baleares en el expediente
disciplinario núm. 3/82.

8. Con fecha 2 de junio de 1990 se recibe escrito
mediante el cual el Procurador de los Tribunales don José
Granados VIIeil. en nombre y representación del Consejo
General de la Abogacía Española. se persona en las actua­
ciones.

9. Por providencia de 16 de julio de 1990. la Sección
acuerda tener por personado y parte al Procurador Sr. Gra­
nados VIIeil. en nombre de quien comparece, entendién­
dose con él la presente y sucesivas diligencias; asimismo.
en virtud de lo dispuesto en el arto 52 LOTC. acuerda dar
vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y a la repre­
sentación de las partes personadas a fin de que. en el plazo
de veinte dias. formulen las alegaciones que estimen per-
tinentes. .

10. Con fecha 24 de septiembre de 1996 se recibe
el escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. En él. tras
resumir los antecedentes de hecho consignados en la
demanda de amparo. analiza el fondo de la pretensión for­
mulada por el actor respecto de la cual señala que. en cuan­
to a la quiebra del derecho fundamental al Juez ordinario
predeterminado por la Ley. garantizado por el arto 24.2
C.E.. entiende el Ministerio Fiscal que no es de apreciar
en este caso por dos motivos. uno formal y otro material.
Desde el punto de vista formal. y como acertadamente
pone de relieve la Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal
Supremo...la composición de la Sala para dictar Sentencia
es la misma que figura en el proveído de 9 de noviembre
de 1988 para votación y fallo con citación de las partes.
proveído no impugnado por el recurrente pese a omitir la
designación de Ponente. si bien tal falta no puede acarrear
la nulidad de la Sentencia dictada por unanimidad». Por
tanto. continúa el Ministerio Fiscal. no es exacta la mani­
festación del solicitante de amparo en el sentido de que
la primera noticia de la intervención del Magistrado que
-al parecer-- intentaba recusar lo fuera en el encabeza­

. miento de la propia Sentencia; cabia la. posibilidad de
impugnación separada y anterior de la presencia de un
Magistrado que no había figurado hasta el momento. Des­
de el punto de vista costitucional ello nos reconduce a la
falta de agotamiento de los recursos utilizables en la via
judicial procedente. causa de inadmisión que en este trá­
mite lo sería de desestimación. Pero. desde la perspectiva
material del fondo del motivo alegado tampoco se encuen­
tran motivos que puedan fundamentar una sentencia esti­
matoria del amparo. En primer término. porque no toda
irregularidad procesal tiene relevancia constitucional. sino
tan sólo aquellas que hayan provocado una situación de
indefensión real. y tal circunstancia no concurre aquí. El
Tribunal Supremo advierte que la Sentencia ha sido dic­
tada por unanimidad. es decir. que la hipótetica discrepan­
cia de un Magistado no le hubiera restado eficacia. Y como
quiera que esa es la .consecuencia máxima que puede
deducirse del eventual incidente de recusación, la posible
irregularidad procesal carece de relevancia constitucional.
Por otra parte. añade. la designación del Magistrado dis­
cutido se produjo por los cauces y motivos ordinarios pre­
vistos legalmente. No es alguien que irrumpe en el proceso
sin causa justificada y para un supuesto concreto. sino que.
producida una vacante. es la persona designada para
cubrirla según las normas vigentes; y no sólo para este'
caso. sino que su intervención abarca. evidentemente.
toda la actividad de la Sala. por lo que. tampoco desde
esta perspectiva. el amparo puede prosperar. En lo que res­
pecta al segundo motivo en que se fundamenta el recurso,
esto es. la pretendida falta de motivación de las resolucio­
nes judiciales. también son de valorar positivamente los
razonamientos jurídicos del Tribunal Supremo. pues la
Sentencia de instancia ofrece un análisis global. pero muy
diáfano. de los elementos de juicio disponibles en el pro­
ceso y confirma los Acuerdos o Resoluciones recurridas
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por estimarlas conformes a Derecho; no se puede exigir
mayor claridad y análisis de la situación litigiosa a la Sen­
tencia de instancia y más, si cabe, deben predicarse tales
asertos respecto de la Sentencia de apelación. No existe,
pues. quiebra del derecho a la tutela judicial efectiva. Final­
mente, respecto de la violación del derecho a la presunción
de inocencia, que se imputa tanto a las ResoluCiones admi­
nistrativas como a las judiciales, el recurrente parece no
haber entendido la auténtica naturaleza del derecho que
invoca, pues de su 'alegato lo que se deduce es una mera
discrepancia respecto dela valoración de la prueba. tanto
en el procedimiento administrativo como en el judicial; por­
que afirmar que en el caso presente no existe material pro­
batorio susceptible se ser valorado que conduzca al resul­
tado que se contiene en el fallo supone desconocer la
abundancia de elementos de juicio que obran en autos y
que, por enumerarse exhaustivamente én el fundamento
jurídico séptimo de la Sentencia de apelación, no es nece­
sario repetir. Tampoco en este aspecto puede, en conse­
cuencia, prosperar la demanda de amparo. En mérito a
todo ello, el Ministerio Fiscal termina interesando se denie­
gue el amparo solicitado, por cuanto no resulta del proceso
la lesión de los derechos fundamentales que sirven de apo­
yo a la demanda.

11. Con fecha 10 de septiembre de 1990 .se recibe
el escrito de alegaciones formuladas por la representación
del demandante de amparo. En ellas reitera que se ha vul­
nerado su derecho a un proceso con todas las garantias
y al Juez ordinario preIleterminado por la ley, pues del exa­
men de las actuaciones judiciales remitidas se desprende
que la providencia en la que aparece por primera vez el
nombre del Magistrado Ponente de la Sentencia de ins­
tancia no fue notificada a las partes y sí lo fue, sin embargo,
la primera dictada en fecha 13 de junio de 1988, en la
que se hacía constar la composición de la Sala que era,
sin embargo, diferente de la que posteriormente dictó Sen­
tencia, por sustituirse uno de los componeniés, concreta­
mente el Ponente a que se ha hecho alusión. Por ello, se
ha infringido, en primer lugar, el arto 202 de la LOPJ, que
establece que la designación de los Magistrados que no
constituyan plantilla de la Sala se hará saber inmediata­
'J:1ente a los mismos y a las partes, a efectos de su posible
abstención o recusación. En consecuencia, se ha privado
al demandante del ejercicio de su derecho de recusación
respecto del Magistrado, cuya designación no conocía y
con el que mantenía enemistad manifiesta. También se
desprende de lo actuado la infracción del arto 203 de la
vigente LOPJ por cuanto se omitió la notificación a las par­
tes de la designación de Ponente, hecho que se confirma
y ratifica en el certificado expedido por el Sr.' Secretario
de Sala, que se acompaña al escrito de alegaciones, y por
el cual aquél certifica sobre la fecha de toma de posesión
del Magistrado Ponente. posterior a la de la primera pro­
videnc[a que se notificó a la partes. A continuación cita
el actor las Sentencias del Tribunal Constitucional dictadas
en apoyo de su tesis. esto es, las SSTC 47/1983 y
101/ 1984. Por todo ello considera el demandante sufi­
cientemente acreditada la lesión del derecho a un Juez
imparcial, causándole notoria indefensión. por cuanto el
propio Tribunal Constitucional en diversas resoluciones
viene estimando como infracción de un derecho autóno­
mo. el de no poder recusar. y comogarantia independiente
y protegible en vía de amparo. la imparcialidad del juzga­
dor. La segunda vulneración alegada -carencia de moti­
vación en la Sentencia de instancia- se advera también
a la vista de la mencionada resolución que carece de fun­
damentación jurídica respecto de la estimación de las tesis
de la Administración frente a la desestimación de las del
recurrente. Finalmente, aunque con carácter subsidiario,
se reafirma el demandante en la vulneación del derecho
a la presuncion de inocencia, por cuanto las resoluciones
administrativas y las Sentencias judiciales han lesionado

tal derecho, dando por reproducidas al respecto las argu­
mentaciones que se recogen en su demanda de amparo.
En virtud de todo ello, termina suplicando se dicte Sen­
tencia por la que "se estime el amparo que se pide, en los
términos recogidos en el súplica del escrito de demanda
inicial.

12. La representación del Consejo General de la Abo­
gacía Española presentó escrito de alegaciones en fecha
10 de septiembre de 1990. En ellas manifiesta. en relación
con la primera vulneración en que se fundamenta el recur­
so de amparo, esto es, lesión del derecho a un proceso
con todas las garantías y al Juez ordinario predeterminado
por la ley. que dicha cuestión ya fue propuesta ante el Tri­
bunal Supremo como motivo de apelación yfue rechazada
por éste, coincidiendo su apreciación con la doctrina cons­
titucional al respecto. En efecto, esta última ha perfilado
el contenido del derecho al Juez ordinario predeterminado
por la ley (art. 24.2 C.E.) esencialmente compuesto por la
condición ordinaria y preexistente de los órganos jurisdic­
cionales. Estas dos condiciones no se niegan por el actor,
que hace derivar la lesión del desconocimiento de la com­
posición de la Sala citando a tales efectos, entre otras, la
STC 44/1985. Pero esta resolución contemplaba y resol­
vía supuesto diferente al que ahora se plantea por el
demandante; en aquel caso la Sentencia, penal, había sido
dictada por un Tribunal del que formaba parte un pariente
de un interesado. de forma que ni la causa ni la doctrina
de dicha sentencia puede desconectarse de los hechos.
Así, entre aquel supuesto y el actual. existe la diferencia
esencial de que no se ha acreditado aquí, como por el con­
trario se constataba entonces, la causa de abstención. cla­
ra en aquel supuesto. y consistente en una difusa alega­
ción de enemistad realizada ex post en éste. Por otro lado.
la condición de Abogado ejerciente del actor debería
haber llevado al mismo a conocer los movimientos de des­
tinos de los Magistrados de la circunscripción judicial en
la que actuaba, por lo que pudo, en definitiva. alegar y pro­
bar lo que ahora se limita a insinuar. Por todo ello, no puede
apreciarse vulneración alguna de los derechos fundamen­
tales invocados al amparo del art. 24.2 C.E. En cuanto a
la pretendida falta de motivación de la Sentencia de ins­
tancia, ésta no es tal, aunque obviamente no coincida con
los deseos del recurrente. Las dos Sentencias dictadas en
la causa analizan con suficiencia el caso controvertido. sus
raíces fácticas y su valoración jurídica. Finalmente. no se
ha de entrar en el análisis del «motivo subsidiario» de
amparo que formula el recurrente. pues no pueden existir
vulneraciones «subsidiarias» de derechos fundamentales.
ni la naturaleza de éstos ni su protección constitucional
permiten hablar de «subsidiariedadll. Otra cosa es que la
lesión en realidad no exista. como acontece en este
supuesto, en el que la protección del derecho a la presun­
ción de inocencia, tanto en el plano corporativo -donde
el expediente brindó al actor todas las garantías- como
en la judicial, donde fue pleno su derecho a la defensa,
ha sido totalmente respetado. sin que pueda advertirse
quebranto alguno de ti" derecho fundamental. En virtud
de todo ello suplica se dicte en su día .Sentencia por la
que se desestime el amparo solicitado.

13. Por providencia de 9 de diciembre de 1992, se
fijó para deliberación y fallo el día 14 del mismo mes y
año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El demandante fundamenta el presente recllrso
de amparo en una triple vulneración constitucional. En pri'
mer lugar, alega una lesión del derecho a obtener tutela
judicial (art. 24.1 C.E.), que hace derivar de la carencia de
motivación jurídica imputable a las dos Sentencias dicta­
das en la causa; en segundo lugar, alega la infracción de
los derechos al Juez ordinario predete.rminado por la Ley
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y a un proceso con todas las garantias (art. 24.2 C.E.).
como consecuencia de la privación de ejercicio del dere­
cho a recusar al Magistrado Ponente de la Sentencia dic­
tada en la instancia. concurriendo causa para ello y cuya
intervención desconocía hasta la lectura de la mencionada
resolucíón; finalmente. con carácter subsidiario. alega vul­
neración del derecho a la presunción de inocencia
(art. 24.2 C.E) producida. tanto en via administrativa como
en las resoluciones judiciales. por la inexistencia de prueba
susceptible de desvirtuar dicha presunción.

Este planteamiento inicial determina ya el orden que
ha de seguirse en el examen de dichasvulneraciones cons­
titucionales. y que no puede ser otro que el examen inicial
de las dos primeras lesiones a que se ha hecho referencia
y el posterior. en su caso. de la alegada infracción del dere­
cho a la presunción de inocencia. La justificación de este
orden de análisis deriva. no sólo del carácter subsidiario
con que el último motivo de queja aparece planteado por
el propio demandante de amparo. sino sobe todo por la
misma naturaleza jurídica de esta última causa de vulne­
ración constitucional en relación con el carácter subsidia­
rio consustancial al recurso de amparo. Así. la estimación
del recurso como consecuencia de la apreciación de cual­
quiera de los otros dos motivos en que se basa la presente
petición de amparo. y la consecuente anulación de las
resoluciones judiciales haría improcedente que este Tribu­
nal entrara a conocer sobre la presunta vulneración del
derecho a la presunción de inocencia antes de que los
órganos jurisdiccionales dictasen nuevamente resolución
sobre el fondo de la cuestión litigiosa. como necesariamen­
te habrían de hacer de prosperar el recurso por alguno de
los dos primeros motivos de queja. Por contr¡¡. sólo en el
supuesto de que. previamente analizadas. ninguna de esas
causas de infracción constitucional resultara atendible.
sería procedente examinar la eventual lesión del derecho
a la presunción de inocencia por las resoluciones que se
impugnan. ,

2. Comemando. pues. por el examen de la alegada
infracción del derecho a obtener tutela judicial efectiva sin
indefensión (art. 24.1 C.E.) que el actor reprocha esencial­
mente a la Sentencia dictada en la instancia. tal lesión ha
de descartarse. La simple lectura de la resolución judicial
evidencia por sí sola que la misma se encuentra motivada
y fundada en derecho. dando respuesta concreta a la cues­
tión litigiosa planteada -adecuación a derecho de las reso­
luciones administrativas sancionadoras impugnadas- por
lo que satisface cumplidamente las exigencias derivadas
del derecho fundamental que se invoca. En tal sentido.
este Tribunal viene reiterando -a través de tan abundante
jurisprudencia que excusa su cita concreta- que el dere­
cho consagrado en el arto 24.1 C.E. no comprende la
obtención de pronunciamientos conformes con las peti­
ciones o intereses de las partes. ni cuya corrección o acier­
to sea compartida por éstas. sino razonados judicialmente
y que ofrezcan una respuesta motivada a las cuestiones
planteadas; el presente -a través de sus cuatro primeros
fundamentos jurídicos- satisface dichos requisitos esen­
ciales. por más que a la parte recurrente no convenzan los
argumentos de la Sala o los considere insuficientes. Simi­
lar razonamiento es aplicable a la sentencia dictada en
apelación por el Tribunal Supremo. que analiza y resuelve
cada uno de los motivos en que se fundamenta dicho
recurso. de forma que ninguna falta de motivación es pre­
dicable tampoco de esta resolución judicial.

3. La segunda de las vulneraciones aducidas por el
recurrente -infracción del derecho al Juez ordinario pre­
determinado por la Ley y a un proceso con todas las garan­
tías- se fundamenta por el mismo en la privación del ejer­
cicio de su derecho a recusar a uno de los Magistrados
componentes de la Sala que dictó la Sentencia de instan­
cia. concretamente el Ponente. en quien manifiesta con­
curría una de las causas legalmente previstas para ello;

dicha privación se habría producido como consecuencia
del desconocimiento por parte del demandante de la inter­
vención de aquél hasta que le fue notificada la correspon­
diente resolución judicial.

Ahora bien. el análisis de este motivo requiere. ante
todo. reseñar varios datos fácticos que se desprenden del
examen de las actuaciones judiciales remitidas. y que son
los siguientes: En primer término. de lo actuado se deduce
que la inicial composición de la Sala fue modificada a cau­
sa de la sustitución de uno de sus componentes. pues exis­
te una variación evidente entre los tres Magistrados que
figuran en las dos primeras providencias de fechas 13 y
28 de junio de 1988. y los que aparecen en la resolución
de 9 de noviembre de ese mismo año; también se advera
que esta última providencia. en la que constaban los com­
ponentes del Tribunal que posteriormente dictó Senten­
cia. no fue notificada al actual recurrente. pues tal comu­
nicación simplemente no figura en autos; por último. el
examen de la causa permite constatar que el nuevo Magis­
trado incorporado a la Sala fue. en efecto. el Ponente de
la resolución y que el actor. tras la lectura de la Sentencia
en la que figuraba su designación como tal. manifestó. por
medio del recurso de apelación formulado contra aquélla.
la concurrencia de una de las causas de recusación legal­
menfe previstas -enemistad manifiestá- respecto del
mismo.

La constatación de los anteriores datos permite ya. en
primer término. resolver sobre la causa de inadmisión
-ahora motivo de desestimación del recurso- opuesta por
el Ministerio Fiscal en relación con esta concreta vulne­
ración constitucional. Señala el Ministerio Público. en tal
sentido. que la composición de la Sala que dictó Sentencia
figuraba ya en la providencia de 9 de noviembre de 1988
y. por tanto. pudo muy bien recurrirse por el actor con ante­
rioridad a la Sentencia; al no 'hacerlo así. el recurrente
incumplió el presupuesto de agotamiento de la vía judicial.
previsto en el arto 44.1 a) LOTC. Sin embargo. conforme
ya se ha expuesto. de las actuaciones se desprende que
tal proveido no llegó a conocimiento del recurrente porque
no le fue notificado y. por tanto. difícilmente cabe exigir
al mismo la formulación de queja o recurso alguno contra
una resolución que desconocía. por h;¡'que la causa de inad­
misión no puede ser estimada.

4. Procede. pues. entrar en el examen de fondo de
la queja planteada. considerando. ante todo y según lo
expuesto. la constatación de los datos fácticos anterior­
mente reseñados. U¡ cuestión se centra. por tanto. en
determinar si la acreditada falta de conocimiento por el
recurrente de la composición de la Sala de instancia. en
uno de cuyos miembros podra concurrir -y sin que ello
parezca prima facie descartable--'una causa legal de recu·
sación y. por ende. la imposibilidad para el actor de iniciar
el correspondiente incidente en ejercicio de tal derecho
de recusación. ha implicado la vulneración del derecho a
un proceso con todas las garantlas invocado por el deman­
dante en este proceso de amparo constitucional.

Este Tribunal ya se ha pronunciado en ocasiones ante­
riores acerca de la obligación por parte de los órganos judi­
ciales de comunicar a las partes la exacta composición del
órgano judicial llamado a conocer de la causa. Así. en la
STC 180/1991 (fundamento jurídico 6.°). se afirma: «Co­
mo hemos señalado en anteriores resoluciones. los Tribu­
nales tienen el deber de poner en conocimiento de las par­
tes la composición de la Sección o Sala que va a juzgar
el litigio o causa. lo que. entre otras cosas. hace posible
que puedan ejercer su derecho a recusar en tiempo y for­
ma a aquellos Jueces o Magistrados que pudieran incurrir
en causa para ello... I>. En el supuesto que se examina es
claro que tal notificación se omitió y. en consecuencia. fue­
ron infringidos los arts. 202 y 203 de la LOPJ. que esta­
blecen la necesaria comunicación a las partes de la sus-
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titución operada de los miembros que compongan el órga­
no colegiado. así como de la designación del Ponente de
la Sentencia; se ha cometido. en fin. una irregularidad pro­
cesal consistente en la omisión de aquella notificación pre­
vista legalmente.

Ahora bien. conforme este Tribunal viene indicando
reiteradamente. no basta la constatación de una simple
irregularidad procesal para que la pretensión de amparo
adquiera relevancia constitucional; antes bien el defecto
procesal ha de tener una incidencia material concreta. por
lo que. la mera omisión de dicha notificación y el conse­
cuente desconocimiento por la parte de la composición
exacta del Tribunal no ostenta por sí sola tal trascendencia.
Mas a diferente conclusión ha de llegarse en aquellos
casos en los que la irregularidad procesal va unida a la
manifestación expresa de la parte de la eventual con­
currencia de una causa de recusación concreta. de cuyo
ejercicio se ha visto impedida a causa de aquel descono­
cimiento y omisión. En estos supuestos. la consecuencia
de la irregularidad procesal no se agota en la ignorancia
sobre la composición concreta de la Sala. sino que com­
prende también la privación del ejercicio del derecho a
recusar en momento procesal idóneo. y es esta última con­
secuencia la que dota de relevancia aaquel defecto pro­
cesal. El supuesto que ahora se examina se encuadra en
estos últimos. porque el actor manifestó expresamente la
causa legal de recusación. que se había visto impedido de
ejercitar como consecuencia de aquella omisión judicial.
en el primer momento en que procesalmente hubo lugar
para ello. esto es. a través del recurso de apelación for­
mulado contra la sentencia.

Pues bien. es esa imposibilidad del ejercicio del dere­
cho a recusar cuando -como en este caso ocurre-Ia parte
manifiesta que hay causa legal para el mismo. lo que impli­
ca vulneración de una de las garantías esenciales del pro­
ceso. porque impide a aquélla cuestionar y. por tanto.
someter a la consideración y resolución correspondientes
la eventual concurrencia de uno de los motivos de recu­
sación que legalmente se encuentran previstos y que lo
están precisamente para salvaguardar la garantía de
imparcialidad del juzgador. imparcialidad que -conforme
este Tribunal ha señalado en diversas ocasiones (por
todas. STC 145/1988)- integra el contenido del derecho
fundamental a un proceso público con todas las garantías
consagrado en el arto 24.2 de nuestra Constitución. Dicho
de otro modo. si la imparcialidad del juzgador constituye
-conforme este Tribunal ya ha señalado- garantía prote­
gible. por integrar el contenido del derecho fundamental
que establece el art. 24.2 C.E.. y el medio a través del cual
resulta posible en nuestro ordenamiento plantear y cues­
tionar la citada imparcialidad es el ejercicio del derecho
de recusación. la privación de tal ejercicio que la parte
manifiesta expresamente querer efectuar expresando la
causa legal para ello. implica la restricción de una garantía
esencial que aparece establecida legalmente con el fin de
salvaguardar aquella imparcialidad del juzgador protegida
constitucionalmente.

No se trata. en definitiva. en este supuesto. de la omi­
sión de una notificación que. en cuanto tal y como simple
irregularidad procesal. carezca de relevancia en este ámbi­
to. sino de la privación del ejercicio del derecho a recusar
derivado de tal omisión. que constituye garantía esencial
vinculada a la imparcialidad del juzgador e integrante del
derecho a un proceso con todas las garantías que consa­
gra el art. 24.2 C.E.• que. por tanto. ha de entenderse infrin~

gido en este caso.
5. A la anterior apreciación no obsta la razón opuesta

por el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones. Señala
el Ministerio Público que. como ya advirtiera el Tribunal
Supremo en su resolución. la Sentencia de instancia fue
dictada por unanimidad. por lo que la hipotética discrepan­
cia de uno de los Magistrados no le hubiera restado efi-

cacia. y que. siendo esa la consecuencia máxima del inci­
dente de recusación. la «posible irregularidad procesal..
carece de relevancia constitucional. Esta tesis no puede
compartirse. y ello porque. con independencia de que. por
las razones ya expuestas. no nos encontremos ante una
simple irregularidad procesal carente de relevancia. tal
planteamiento parte de la necesaria vinculación entre la
garantía de imparcialidad del juzgador y el resultado efec­
tivo de la votación de la resolución judicial; esto es. se fun­
damenta en la consideración de que. no ya el ejercicio del
derecho de recusación. sino incluso el ulterior éxito del
oportuno incidente carecen de relevancia alguna si no tie­
nen incidencia real sobre el resultado de la votación de
la Sentencia. Esto es tanto como mantener que la garantía
de imparcialidad del juzgador y. por ende. el ejercicio del
derecho de recusación sólo han de ser respetados y pro­
tegidos en el supuesto de que i'mpliquen a la mitad más
uno. esto es. a la mayoría de los componentes de cualquier
órgano judicial colegiado. lo que. obviamente. no se
corresponde con la configuración legal de aquel derecho
a recusar -que no aparece definido cuantitativamente­
ni con la protección constitucional de la imparcialidad del
juzgador. que lo es del mismo en cuanto tal y. por tanto.
de cada uno de los miembros que componen un determi­
nado Tribunal. cualquiera que sea el número concreto de
éstos.

La garantía de imparcialidad del juzgador ha de vin­
cularse necesariamente a la intervención del mismo en la
causa. con independencia de la influencia que su voto pue- _
da tener en el resultado final de la votación. Pues es pre­
cisamente la participación en el conocimiento. delibera­
ción y votación del litigio de aquél en quien concurra o
pueda concurrir alguna de las causas de recusación pre­
vistas legalmente lo que se intenta salvaguardar a través
de aquella garantía. todo ello con total independencia de
su eventual influencia en la deliberación de la resolución
de que se trate. por otro lado secreta. a tenor de lo dis­
puesto en el arto 233 LOPJ. Por lo demás la intervención
del juzgador resulta todavía. si cabe. más patente en un
supuesto como el presente en que el Magistrado respecto
del cual se impidió la recusación era el designado Ponente
de la resolución dictada.

6. Ha de concluirse. pues. que se infringió en este
supuesto y por las razones ya expuestas. el derecho a un
proceso con todas la garantías consagrado en el
art. 24.2 C.E.. lo cual hace improcedente. conforme se indi­
có inicialmente. entrar a conocer la última de las lesiones
constitucionales que se denuncian por el recurrente -de­
recho a la presunción de inocencia- y determina que haya
de declararse la nulidad de las dos Sentencias recaídas en
la causa con el fin de reparar dicho derecho fundamental.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por don Vicente María
Campaner Anglada y. en consecuencia;

1.° Reconocer al recurrente su derecho a un proceso
con todas las garantías.

2.° Anular las Sentencias dictadas por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Baleares (actual Tribunal Superior de Justicia). de fecha
14 de noviembre de 1988. en el recurso núm. 242/88.
y por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo. de fecha 9 de
octubre de 1989. en el recurso de apelación núm. 71/89.

3.° Retrotraer las actuaciones judiciales al momento
inmediatamente anterior al de ser dictada la primera de
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las resoluciones judiciales que se anulan. a fin de que sea
notificada a las partes la providencia de fecha 8 de noviem­
bre de 1988. a efectos del ejercicio del derecho de recu­
sación por el recurrente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a catorce de diciembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo
Ferrer. Fernando García·l\Í1on y González-Regueral. Carlos
de la Vega Benayas, Vicente Gimeno Sendra y Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y Rubricado.

1368 Sala Primera. Sentencia 231/1992. de 14 de
diciembre de 1992. Recurso de amparo
2.563/1989. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del TS.J. de Madriddesestimatoria del
recurso de suplicación interpuesto contra la
dictada por la Magistratura de Trabajo núm. 12
de Barcelona en autos sobre invalidez. Vulne­
ración del derecho a la tutela judicial efectiva:
omisión del órgano judicial lesiva del derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen-

_dra y don Pedro Cruz Villa Ión. Magistrados. ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.563/89, impuesto por
el Procurador de los Tribunales don Santos Gandarillas
Carmona, en nombre y representación de doña M.a Rosa­
rio Ca Pla, contra la Sentencia, de 4 de septiembre de
1989, de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Jus­
ticia de Madrid. Ha comparecido, además del Ministerio
Fiscal. el Procurador de los Tribunales don Carlos Jiménez
Padrón en nombre y representación del Instituto Nacional
de la Seguridad Social (INSS) asistido de Letrado, siendo
Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas,
quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
22 de diciembre de 1989, el Procurador de los Tribunales
don Santos Gandarillas Carmona interpone, en nombre y
representación de doña M.a Rosario Ca Pla recurso de
amparo contra la Sentencia de la Sala de lo Social-del Tri­
bunal Superior de Justicia de Madrid de 4 de septiembre
de 1989. que desestimó el recurso de suplicación inter­
puesto contra la dictada por la Magistratura de Trabajo
núm. 12 de Barcelona, en autos sobre invalidez.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes de hecho;

a) La Dirección General de Asistencia Sanitaria de la
Generalidad de Cataluña inició propuesta de invalidez per­
manente y total para su profesión habitual a favor de la
ahora recurrente de amparo. El INSS dictó resolución, de
8 de marzo de 1985, por la que se declaraba que la situa­
ción de invalidez permanente no existía en grado alguno.
Desestimada la reclamación previa por silencio adminis­
trativo, la recurrente formuló demanda jurisdiccional. En
Sentencia de 17 de noviembre de 1987, la entonces
Magistratura de Trabajo núm. 12 de las de Barcelona esti-

lOÓ íntegramente la demanda y declaró la situación de
invalidez que se reclamaba.

b) Formulado recurso de suplicación por el INSS y
escrito de oposición al mismo -según se dice en la deman­
da- por la recurrente, recayó Sentencia de la Sala de lo
Social delTribunal Superior de Justicia de Madrid. de fecha
4 de septiembre de 1989. en la que se estimaba el recurso
y se revocaba la Sentencia de instancia. quedando, portan­
to, firme lo resuelto en vía administrativa.

3. La recurrente estima que la Sentencia recaída en
suplicación infringe su derecho a la tutela judicial efectiva
.(art. 24.1 de la Constitución) y le origina una evidente inde­
fensión. puesto que ha sido dictada sin tener en cuenta
su escrito de impugnación del recurso. Así en el antece­
dente de hecho 3.° de dicha Sentencia se hace constar
que la parte demandante no impugnó el recurso de supli­
cación anunciado por el INSS. Sin embargo. esto no es
cierto y resulta manifiesta la indudable presencia de un
'error. porque en el plazo de cinco días desde que se le
notificó la Sentencia del Juzgado de lo SocIal. y con fecha
31 de diciembre de 1987. la solicitante de amparo pre­
sentó en el Registro General de la Magistratura de Trabajo
de Barcelona un escrito de impugnación del recurso de
suplicación y así consta en la diligencia que se acompaña
a la demanda.

4. Por providencia de la Sección Segunda de la Sala
Primera, de 19 de febrero de 1990, se acordó tener por
interpuesto el recurso de amparo, por personado y parte
en su nombre y representación al Procurador don Santos
Gandarillas. y requerir a los órganos judiciales la remisión
del testimonio del recurso y autos.

5. Mediante providencia de 9 de julio de 1990, la Sec­
ción acordó tener por recibidas las actuaciones remitidas y
admitir a trámite la demanda de amparo formulada por la
recurrente; asimismo. interesó el emplazamiento de cuantos
fueron parte en el proceso judicial para que en el plazo de
diez días comparecieran en el presente proceso.

6. Por providencia de 29 de octubre de 1990,la Sec­
ción tuvo por personado y parte en nombre y represen­
tación dellNSS al Procurador don Carlos Jiménez Padrón,
y recibido escrito y poder del mismo. Asimismo, dio vista
de todas las actuaciones por un plazo común de veinte
días al Ministerio Fiscal y a los Procuradores Sres. Gan­
darillas Carmona y Jiménez Padrón, para que presentaran
sus alegaciones.

7. Con fecha 22 de noviembre de 1990 se recibe
escrito de don Carlos Jiménez Padrón, Procurador de los
Tribunales y del INSS. oponiéndose a la demanda de la
recurrente. A su juicio la circunstancia de que en el tercer
antecedente de la Sentencia del TSJ de Madrid se indique
que se formalizó recurso de suplicación «no siendo impug­
nado por la parte contraria» se debe a un simple error mate­
rial o de hecho. derivado de la utilización de formularios
por el expresado Tribunal, que en forma alguna implica
que el escrito de impugnación no haya sido tenido en cuen­
ta en la Sentencia dictada. Señala además que las alega­
ciones formuladas por la interesada en la impugnación del
recurso formalizado por el INSS inciden exclusivamente
en el mantenimiento de la relación de dolencias conteni­
das en el hecho probado quinto de la Sentencia de ins­
tancia. extremo no discutido por el INSS. pues en ningún
momento ha invocado en el recurso de suplica.ción erfor
de hecho en la apreciación de la prueba. Para el INSS la
impugnación presentada no tiene influencia alguna en el
fallo, pues el TSJ de Madrid no ha entrado en la enume­
ración de las dolencias padecidas por la demandante, sino
en la repercusión de las mismas en la capacidad de trabajo
y tan sólo ha considerado que las citadas enfermedades
para nada repercuten en el ejercicio de su profesión habi­
tual. Por ello concluye que ninguna indefensión ha podido
ocasionar a la interesada.


